
 

   

 

Señores 

Honorable 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA- REPARTO 

E.S.D. 

 

 
ASUNTO:    ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL 

   

    ACCIONANTE: COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTIAS  

 

ACCIONADO: TRIBUNAL SUPERIOR DE BUCARAMANGA – SALA 

LABORAL 

 

AFILIADO: NANCY ESTHER VILLA URIBE 

 

 

PAOLA CAROLINA GARCÍA PINTO, identificado como aparece al pie de mi firma, en 

calidad de apoderado judicial sustituto de la parte accionante, esto es, de la 

sociedad COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTIAS, según poder de sustitución que 

me fuera concedido por el señor JUAN FELIPE GOMEZ ANGARITA, representante legal 

de la firma GOMEZ ASESORES Y CONSULTORES, apoderado general de COLFONDOS 

S.A. PENSIONES Y CESANTIAS S.A., sociedad comercial con domicilio principal en 

Bogotá, constituida mediante escritura pública No. 5 número 2363 del 7 de noviembre 

de 1991, otorgada en la Notaría 16 de Bogotá, formulo al Señor Juez, de manera 

atenta y con el debido respeto, presento ante su Despacho ACCIÓN DE TUTELA en 

contra del TRIBUNAL SUPERIOR DE BUCARAMANGA – SALA LABORAL, por considerar 

que la conducta desplegada por este conculca y amenaza los derechos 

fundamentales atinentes de mi representada. 

 

I. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

• Debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política de 

Colombia. 

• Acceso a la Administración de Justicia consagrado en el artículo 87 de la 

Constitución Política de Colombia. 

 

II. HECHOS 

 

1. COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS S.A., fue parte demandada dentro del 

siguiente proceso, cuya pretensión principal era la DECLARATORIA DE INEFICACIA 

DEL TRASLADO REALIZADO DEL RPM AL RAIS: 

 

- No. Radicado: 68001310500520230032700 Demandante: NANCY ESTHER VILLA 

URIBE 

 
2. Dentro del referido proceso COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS contestó la 

demanda interpuesta oponiéndose a todas y cada una de las pretensiones y 

ejerció los recursos a los que hubo lugar. 

3. El recurso de apelación fue conocido por la Sala Laboral del Honorable Tribunal 

Superior de Bucaramanga, este recurso fue admitido, de el se corrió traslado para 



 

   

alegar de conclusión – alegatos – que se presentaron dentro del término legal 

previsto en el auto y dentro de todos ellos se rogo al Despacho la aplicación del 

precedente constitucional establecido por la Honorable Corte Constitucional 

mediante Sentencia SU-107 de 2024.  

4. Así, la Sala Laboral del Honorable Tribunal Superior de Bucaramanga, se apartó 

del precedente constitucional establecido por la Honorable Corte 

Constitucional mediante Sentencia SU-107 de 2024 y confirmo y condenó a 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS al traslado de las sumas que integran 

la Cuenta de Ahorro Individual de los demandantes, incluyendo los gastos de 

administración, seguros previsionales y aportes al fondo de garantía de 

pensión mínima. 

 
5. Fue evidente y claro que la Sala Laboral del Honorable Tribunal Superior de 

Bucaramanga, no le dio aplicación al precedente jurisprudencial que se 

encuentra en la Sentencia SU-107 de 2024 donde expresamente la Corte 

Constitucional indica lo siguiente: 

“(…) No desconoce la Sala que la Corte Constitucional en el proveído 

SU-107 de 2024 estableció como regla de decisión la improcedencia de 

ordenar la devolución de los gastos de administración, el porcentaje 

correspondiente a las primas de seguros previsionales de invalidez y 

sobrevivencia, y el porcentaje destinado al fondo de garantía de 

pensión mínima, no obstante, para esta Corporación ello conlleva no 

solo inaplicar los efectos propios de la declaratoria de ineficacia del 

acto de traslado, esto es, retrotraer las cosas al estado anterior por lo 

que ningún efecto podría quedar incólume, si no también generaría la 

afectación del principio de sostenibilidad financiera que gravita sobre 

el sistema de seguridad social, pues al obviar la devolución de tales 

conceptos al fondo común del RPMPD se vería disminuido de manera 

injustificada”  

Así pues, respecto de las pretensiones acá elevadas para todos los procesos 

relacionados, es la Honorable CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA el juez 

competente, la pretensión no se excluye y el procedimiento aplicable es el 

consagrado para las acciones de tutela. 

 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

1. COMPETENCIA  

  

De conformidad con el inciso 3° del artículo 86° y el numeral 9° del artículo 241 de la 

Constitución Política de 1991 y del Decreto 2591 del mismo año, la acción de tutela 

se establece como el mecanismo idóneo para procurar por la defensa de los 

derechos fundamentales cuando estos hayan sido vulnerados o sean amenazados 

por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular.  

  

Así mismo y de acuerdo con el decreto 1983 de 2017 Art 1 numeral 5° es esta 

honorable corporación la encargada de resolver la presente tutela al ser el superior 

funcional del Tribunal Superior de Bucaramanga - Sala Laboral. 

 

2. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

• Derecho a un debido proceso, y a una efectiva administración de Justicia:  



 

   

Son pilares de nuestro ordenamiento que los procesos iniciados encuentren solución 

efectiva en el medio jurídico aceptado como legítimo al interior de una sociedad. Y 

esto además le proporciona más legitimidad. Para que los destinatarios puedan ver 

que fundadamente depositan su confianza en las herramientas de ley para la 

solución de controversias, gozan de prerrogativas tales como la efectividad de las 

decisiones a que se lleguen dentro de un respectivo despliegue procesal.  

Este esperado funcionamiento además de legitimar el aparato de resolución de 

controversias “institucional” ha sido instituido como derecho fundamental a favor de 

quienes participan en el proceso respectivo. En efecto, no hay que olvidar que el 

mismo esta instituido en consideración de quienes a él se acercan. Luego se les debe 

garantizar un amplio bagaje de herramientas para acceder a lo que consideran 

como suyo, al causarse un derecho en su favor a raíz de un proceso legítimo que les 

ha permitido y ha generado tal confianza.  

Este además ha adquirido el rango de fundamental, lo que significa que el 

ordenamiento jurídico otorgará especial importancia a esta clase de prerrogativas 

que considera como fundantes de la filosofía de los sistemas jurídicos actuales. En tal 

virtud, se entretejen como esenciales para fundar un sistema orientado a la 

efectividad de una justicia material.  

Es sabido que uno de los pilares fundantes y constitutivos de los sistemas actuales 

jurídicos, consiste en garantizar una efectividad del derecho, a partir de la 

consideración de las condiciones particulares y concretas de cada caso: solo 

podremos afirmar la eficacia del derecho cuando la constatemos no en abstracto. Y 

nada más concreto que un proceso judicial. Por lo tanto, los sistemas jurídicos se 

enfocarán especialmente en que estos encuentren un efectivo cumplimiento. Si el 

acceso de todos al sistema jurídico se reconoce como interés fundamental y 

fundante, no puede sino garantizarse un real cumplimiento de Sentencias proferidas 

al interior de un proceso surtido.  

De lo anterior se desprende que para que se haga efectivo el derecho al debido 

proceso, así como el de la administración de justicia, el análisis, el acatamiento de los 

precedentes constitucionales obligatorios, interpretaciones constitucionales, 

precedentes y líneas jurisprudenciales, la valoración probatoria y un fallo 

debidamente motivado, surten etapas fundamentales que permiten determinar y 

legitimar más allá de toda duda razonable, la responsabilidad de las partes dentro 

del proceso.  

Razones por la cuales, es necesario acudir a la presente acción constitucional, en el 

entendido que es a todas luces evidente, que se nos han vulnerado los derechos 

fundamentales al debido proceso y a una efectiva administración de justicia. Lo 

anterior, teniendo en cuenta que se nos ha condenado sin habernos aplicada todas 

las garantías procesales ni el precedente jurisprudencial sentado por la Corte 

Constitucional.  

 

3. PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL  

Conforme a lo señalado en sentencia C-590 de 2005, los requisitos generales para 

que proceda la acción de tutela contra providencia judicial son los siguientes:   

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 

constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede 

entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada 

importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que 

corresponde definir a otras jurisdicciones [4]. En consecuencia, el juez 



 

   

de tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la 

cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de 

relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las 

partes.  

 b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- 

de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se 

trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental 

irremediable [5].  De allí que sea un deber del actor desplegar todos los 

mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para 

la defensa de sus derechos.  De no ser así, esto es, de asumirse la acción 

de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se correría el 

riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, 

de concentrar en la jurisdicción constitucional todas las decisiones 

inherentes a ellas y de propiciar un desborde institucional en el 

cumplimiento de las funciones de esta última.  

 c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 

hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir 

del hecho que originó la vulneración [6].  De lo contrario, esto es, de 

permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de 

proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y 

seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría 

una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos 

institucionales legítimos de resolución de conflictos.”  

 d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro 

que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia 

que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte 

actora.  

 e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los 

hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y 

que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que 

esto hubiere sido posible.  

 f. Que no se trate de sentencias de tutela.”   

De acuerdo con lo anterior, a continuación, se relatan los fundamentos jurídicos que 

tiene mi poderdante para sustentar en el presente caso la procedencia de la tutela 

contra providencia judicial. 

A. RELEVANCIA CONSTITUCIONAL.  

 

La cuestión que se discute es de evidente relevancia constitucional en el entendido 

que el fallo proferido por el Tribunal transgredió el derecho fundamental del debido 

proceso consagrado en la constitución política en su artículo 29 y a una efectiva 

administración de justicia, ya que, se ha condenado a mi representada contrariando 

el material probatorio, desacatando precedente e interpretación constitucional y 

motivando de manera incompleta el fallo. 

 

Es evidente la relevancia constitucional de la presente acción, teniendo en cuenta 

que, con lo anterior, se ha desatado, que se desconozca y se contradiga un 

precedente constitucional obligatorio, lo que, a su vez, ha generado que se 

desnaturalice los valores que efectivamente deben ser devueltos a la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES ‘’COLPENSIONES’’ pues no toda 



 

   

cotización es apta de traslado, según lo indicado por la Corte Constitucional en 

sentencia SU-107 DE 2024.  

Es claro que en el precedente constitucional mencionado se indica que únicamente 

deben trasladarse: 

 

(…) “En relación con estas 25 modalidades de devolución, es menester 

aclarar que materialmente a pesar de que se declare la ineficacia del 

traslado no es posible retrotraer al afiliado al día previo al traslado. Así, 

tan solo es susceptible de traslado el ahorro de la cuenta individual, los 

rendimientos y si se ha pagado el valor de un bono pensional, pues no 

toda la cotización es apta de traslado toda vez que el aporte se 

desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos de administración, el 

porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, tampoco sería 

posible devolver los aportes voluntarios realizados por el afiliado 

mientras estuvo en el RAIS y que implicaron beneficios tributarios a 

efectos de la declaración de renta, la compra de acciones u otro tipo 

de inversiones, pues se trata de una serie de situaciones que 

consolidaron 

De acuerdo con la naturaleza de las primas de seguros y el riesgo que 

amparan hacen que mes a mes se pague el respectivo seguro para 

cubrir ya sea el riego de invalidez o de muerte. En la Sentencia SU-

313 de 2020, la Corte recordó que en relación con la distribución de la 

cotización obligatoria que del 16% que la compone, la Administradora 

de Fondos Pensionales que corresponda deberá destinar un 11,5% a la 

cuenta individual del afiliado, un 1,5% al Fondo de Garantía de Pensión 

Mínima y un 3% al financiamiento de los gastos de administración, la 

prima de reaseguros de Fogafín, y las primas de los seguros de invalidez 

y sobrevivientes. Así entonces, la Corte explicó que la forma en la que 

se financia una pensión de invalidez en el RAIS, de acuerdo con el inciso 

primero del artículo 70 de la Ley 100 de 1993, así: 

 “6.3.3. El seguro previsional que contratan las administradoras del RAIS 

deberá, por mandato de la ley, ser colectivo. Esas AFP no podrán 

realizar este tipo de negocios jurídicos en beneficio de un solo individuo, 

sino en favor del conjunto de sus afiliados. Una vez se suscriba el 

contrato, el pago de la prima debe efectuarse de manera obligatoria 

toda vez que, si ello no ocurre y el siniestro se produce, le corresponderá 

al fondo responder por los perjuicios que se causen a la persona. 

 “Quien habrá de tomar la póliza, como se desprende de lo antedicho, 

será la AFP. Ello debe hacerse garantizando, en todo caso, una 

licitación pública que haga posible la libre concurrencia de las 

entidades que estén autorizadas para asegurar este tipo de riesgos. 

Ejercicio que deberá permitir la igualdad de acceso, de información, la 

objetividad en la selección, la periodicidad y la publicidad. Una vez 

seleccionada la sociedad que servirá a este propósito, se entenderá 

que aquella habrá de responder por la suma adicional que haga falta 

para completar el capital suficiente a fin de financiar (i) la pensión de 

invalidez, solo en caso de que lo contenido en la cuenta individual de 

la persona no sea suficiente para el mismo propósito –como ya se dijo– 

y (ii) la pensión de sobrevivientes, en circunstancias similares a la anterior 

(…)” 

(…) “En suma, ni las primas de seguros, los gastos de administración, o el 

porcentaje del fondo de garantía de pensión mínima ya sea de forma 

individual, combinada o indexada son susceptibles de devolución o 



 

   

traslado al configurar situaciones que se consolidaron en el tiempo y que 

no se pueden retrotraer por el simple hecho de declarar la ineficacia 

del traslado pensional” … 

En los procesos acá relacionados y que motivan la interposición de esta acción, se 

demostró con suficiencia que el devolver la totalidad de los aportes recibidos por 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS S.A., es materialmente imposible, pues el 

afiliado en el RAIS durante muchos años o incluso décadas se benefició de la 

administración de su pensión, su capital obtuvo rendimientos, pudo hacer aportes 

voluntarios, se pagaron primas para los riesgos de invalidez y muerte, entre otras 

situaciones consolidadas. 

 

Por lo que la presente acción de tutela representa relevancia constitucional en el 

entendido que con la misma se busca salvaguardar la sostenibilidad financiera del 

régimen pensional pues la misma no es solo obligación exclusiva del legislador toda 

que los jueces de la república también están vinculados por ese principio. Al respecto, 

en la Sentencia SU-063 de 2023, esta Corte sostuvo que “el inciso séptimo del artículo 

48 de la Constitución, adicionado por el artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, le 

impuso al Estado el deber de garantizar “la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional”. La Corte Constitucional ha reconocido en varias ocasiones que este 

principio es cardinal en la citada reforma, por lo que tiene naturaleza de principio 

constitucional específico del sistema de seguridad social, que debe ser consultado 

en todas las medidas de dirección y control de este sistema y contiene un mandato 

hermenéutico para los operadores judiciales. (…)’’ 

B. AGOTAMIENTO DE MEDIOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIO. 

Se agotaron todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa que mi 

representada tenia de acuerdo con la naturaleza del proceso y el procedimiento del 

mismo, teniendo en cuenta que, tal y como se relató en los hechos, COLFONDOS S.A. 

PENSIONES Y CESANTIAS S.A contestó la demanda, presentando los argumentos, 

excepciones correspondientes y los alegatos que permitiera al juez, más allá de toda 

duda razonable, absolver a mi poderdante de las condenas solicitadas por el 

demandante, así mismo se presentaron las pruebas que permitían inferir la falta de 

responsabilidad de mi poderdante. 

C. REQUISITO DE INMEDIATEZ. 

 

Respecto del requisito de inmediatez, la presente tutela se está radicando ante su 

despacho en un término razonable. 

 

D. IRREGULARIDADES PROCESALES DETERMINANTES EN LA SENTENCIA.  

 

Es ostensible, que la decisión adoptada por el Honorable Tribunal Superior tiene un 

efecto adverso y perjudicial para mi representada en el entendido que decidió 

condenar a COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS S.A al pago de todas las sumas 

de dinero que llegue al haber de la cuenta de ahorros de la parte actora, lo anterior, 

como consecuencia de graves irregularidades procesales. 

 

Es fácil advertir, cuáles fueron las graves irregularidades procesales que fueron 

determinantes en la decisión que profirió el Tribunal Superior, que me permito 

relacionar de la siguiente manera: 

 

• Desconocer un precedente judicial - Sentencia SU-107/2024 

 



 

   

La Corte Constitucional en Sentencia SU 107 del 2024 desarrolló el principio de 

sostenibilidad financiera del sistema pensional, su propósito de materializar la etapa 

prestacional del derecho a la seguridad social unido a que el respeto y cumplimiento 

de este principio impacta el presupuesto público y hace entender que la 

sostenibilidad financiera del sistema está íntimamente relacionada con la 

sostenibilidad fiscal y que este últimos debe ser procurado por todas las ramas y 

órganos del poder público, sin que esto implique menoscabo de derechos 

fundamentales, en los siguientes términos:   

 

(…) “En relación con estas 25 modalidades de devolución, es menester aclarar 

que materialmente a pesar de que se declare la ineficacia del traslado no es 

posible retrotraer al afiliado al día previo al traslado. Así, tan solo es susceptible 

de traslado el ahorro de la cuenta individual, los rendimientos y si se ha pagado 

el valor de un bono pensional, pues no toda la cotización es apta de traslado 

toda vez que el aporte se desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos 

de administración, el porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, 

tampoco sería posible devolver los aportes voluntarios realizados por el afiliado 

mientras estuvo en el RAIS y que implicaron beneficios tributarios a efectos de 

la declaración de renta, la compra de acciones u otro tipo de inversiones, pues 

se trata de una serie de situaciones que consolidaron” … 

(…)  “En suma, ni las primas de seguros, los gastos de administración, o el 

porcentaje del fondo de garantía de pensión mínima ya sea de forma 

individual, combinada o indexada son susceptibles de devolución o traslado 

al configurar situaciones que se consolidaron en el tiempo y que no se pueden 

retrotraer por el simple hecho de declarar la ineficacia del traslado pensional” 

(…) 

Se concluye entonces que el Tribunal accionado adopta una interpretación contraria 

a la constitución política pues al no seguir un precedente y una interpretación 

constitucional obligatoria, configuró en su fallo una interpretación y una finalidad 

inconstitucional, adicionalmente, su interpretación va en contra del articulo 48 y 49 

de la Constitución política, ya que, destina los recursos de sistema general de pensión 

para unos fines diferentes a los establecidos. 

 

• Adoptar una interpretación contraria a la Constitución Política.  

 

Esta interpretación contraria a la constitución, que tomó el fallador ha generado una 

carga irrazonable que impide y dificulta la prestación y el buen funcionamiento del 

Sistema de Seguridad Social en Pensiones, ya que, de acuerdo con la interpretación 

inconstitucional del juzgado, las AFP siempre serán responsable del pago de las 

primas de seguros, los gastos de administración, o el porcentaje del fondo de garantía 

de pensión mínima ya sea de forma individual, combinada o indexada ignorando 

estos valores se consolidaron en el tiempo y no se pueden retrotraer por el simple 

hecho de declarar la ineficacia del traslado pensional. 

 

De hecho, en los recursos de casación la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES ‘’COLPENSIONES’’ ha manifestado que declarar masivamente la ineficacia 

de los traslados está afectando las finanzas del sistema general de pensiones en su 

conjunto, pues desde la perspectiva constitucional, derivada del Acto Legislativo 01 

de 2005 la afectación a la sostenibilidad financiera del RPM no está dada en el corto 

plazo, sino en el mediano y largo. En efecto, nunca el valor que la AFP traslada a 

Colpensiones por razón de la declaratoria de la ineficacia de un traslado (así se 

incluyan valores como el porcentaje destinado a gastos de administración, el pago 

de primas o los aportes al fondo de garantía de pensión mínima, entre otros) será 

suficiente para financiar una prestación en el RPM. Y no lo será porque el RPM tendrá 



 

   

que financiar el subsidio a pensiones con altos ingresos en su base de cotización. Y la 

financiación será más elevada en la medida en que el monto de la mesada crezca. 

  

Adicionalmente se pasaría por alto la regla que limita los traslados entre regímenes, 

impidiendo que estos se lleven a cabo si al afiliado le restan 10 años o menos para 

cumplir la edad de pensión. Esa regla tiene un fundamento técnico y financiero, 

dirigido precisamente a proteger la sostenibilidad financiera del sistema. En efecto, la 

regla de los 10 años ha procurado garantizar una adecuada responsabilidad fiscal 

en el manejo de los recursos del RPM. 

 

Además, sería muy importante recalcar en este punto que la protección de la 

sostenibilidad financiera es vinculante para todas las ramas y órganos que integran 

el Poder Público. De hecho, es muy diciente que el legislador, en el proyecto de ley 

No. 293 de 2023 Senado “Por medio de la cual se establece el Sistema de Protección 

Social Integral para la Vejez, Invalidez y Muerte de origen común, y se dictan otras 

disposiciones”, haya tenido la precaución de salvaguardar dicha sostenibilidad 

financiera. En efecto, el Gobierno Nacional, así como el Congreso de la República, 

han procurado respetar la sostenibilidad financiera del sistema de seguridad social a 

efectos de que el proyecto de reforma pensional no suponga un menoscabo a las 

finanzas de la Nación. Sobre dicho proyecto, como puede advertirse en la Gaceta 

del Congreso No. 1435 del 9 de octubre de 2023, el Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público conceptuó que: 

  

“(…) la implementación de la propuesta de reforma, consistente con las 

disposiciones del articulado de ponencia propuesto para segundo 

debate, implicaría un impacto fiscal neto que se acoge a las 

posibilidades financieras de la Nación en el marco de las restricciones 

fiscales actuales y proyectadas. Todas las consideraciones incluidas son 

fiscalmente factibles manteniendo la sostenibilidad del sistema de 

protección a la vejez de las finanzas públicas en el largo plazo, de modo 

que pueden incorporarse en la planeación financiera del Gobierno 

nacional en línea con las restricciones presentadas por el Marco Fiscal 

de Mediando Plazo (MFMP), el Marco de Gasto de Mediano Plazo 

(MGMP) y el estricto cumplimiento de la regla fiscal”.  

  

Esta Corte ha sido enfática en que el deber de respetar la sostenibilidad financiera 

del régimen pensional no es una obligación exclusiva del legislador, toda vez que los 

jueces de la República también están vinculados por ese principio. Al respecto, en la 

Sentencia SU-063 de 2023, esta Corte sostuvo que “el inciso séptimo del artículo 48 de 

la Constitución, adicionado por el artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 2005, le impuso 

al Estado el deber de garantizar “la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional”. 

La Corte Constitucional ha reconocido en varias ocasiones que este principio es 

cardinal en la citada reforma, por lo que tiene naturaleza de principio constitucional 

específico del sistema de seguridad social, que debe ser consultado en todas las 

medidas de dirección y control de este sistema y contiene un mandato hermenéutico 

para los operadores judiciales (…)” 

• Falta de motivación. 

En la sentencia que impulso la presente acción, es manifiesto y determinante el hecho 

que el Tribunal accionado presenta una motivación incompleta e insuficiente, lo cual 

se manifiesta en una violación al derecho fundamental al debido proceso. 

 

Al momento de referirse a la sentencia SU-107/2024, simplemente hace referencia a 

algunos apartes, pero no aplica de manera completa y correcta la interpretación 

constitucional que claramente dio la Corte en dicha ocasión, pues no se refirió a la 



 

   

ratio decidendi del precedente constitucional obligatorio, en donde 

fundamentalmente la Corte Constitucional, indica que solo son susceptibles de 

traslado el ahorro de la cuenta individual, los rendimientos y si se ha pagado el valor 

de un bono pensional, pues no toda la cotización es apta de traslado toda vez que 

el aporte se desglosa entre otros, en primas de seguros, gastos de administración, el 

porcentaje para el fondo de garantía mínima. Incluso, tampoco sería posible 

devolver los aportes voluntarios realizados por el afiliado mientras estuvo en el RAIS y 

que implicaron beneficios tributarios a efectos de la declaración de renta, la compra 

de acciones u otro tipo de inversiones, pues se trata de una serie de situaciones que 

consolidaron.  

 

Por lo tanto, no se entiende porque razón el juzgado omitió aplicar y citar los 

precedentes constitucionales y jurisprudenciales de manera completa y aplicando la 

ratio decidendi de los mimos, de haberlo hecho, la decisión claramente sería la de 

absolver a mi representada del pago de todos los valores de dinero que reposan en 

la cuenta del demandante.  

 

E. IDENTIFICACIÓN RAZONABLE DE LOS HECHOS QUE GENERARON LA VULNERACIÓN, 

DE LOS DERECHOS Y QUE SE HUBIERE ALEGADO TAL VULNERACIÓN EN EL PROCESO 

JUDICIAL SIEMPRE QUE ESTO HUBIERE SIDO POSIBLE.  

Las providencias que acá se pretende atacar, son sentencias dentro de procesos 

ordinarios laborales, por lo tanto, la vulneración de los derechos invocados se dio en 

la sentencia de segunda instancia, no dejando oportunidad adicional para alegar 

las mencionadas vulneraciones en el proceso. 

No obstante, lo anterior, como se puede evidenciar a lo largo del proceso y 

principalmente en los alegatos presentados por COLFONDOS S.A. PENSIONES Y 

CESANTIAS S.A, se advirtió de manera respetuosa la aplicación del precedente y la 

interpretación constitucionales, que se encuentra en la sentencia SU 107 del 2024.  

En cuanto en la identificación razonable de los hechos, son claros que la vulneración 

se desencadeno al momento de emitir el fallo, ya que, como se explicó 

anteriormente, el Tribunal accionado desconoce un precedente y una interpretación 

constitucional obligatoria, adoptó una interpretación contraria a la Constitución 

Política, realizó una deficiente valoración de pruebas y emitió el fallo sin motivación 

suficiente 

 

F. QUE NO SE TRATE DE SENTENCIAS DE TUTELA. 

 

Este requisito se cumple, teniendo en cuenta que como se ha mencionado, el 

presento proceso se trata de un proceso ordinario laboral. 

 

IV. PETICIONES 

 

Teniendo en cuenta las anteriores situaciones fácticas y de derecho, ruego su Señoría, 

acceder a las siguientes pretensiones: 

   

PRIMERO: CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y 

al acceso a la Administración de Justicia de COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTIAS.  

 

SEGUNDO: CONCEDER la acción impetrada, y ORDENAR al HONORABLE TRIBUNAL 

SUPERIOR DE BUCARAMANGA– SALA LABORAL, emitir un nuevo fallo judicial que 

considere los argumentos expuestos, interpretación constitucional obligatoria y los 



 

   

precedentes jurisprudenciales de la Honorable Corte Constitucional en su sentencia 

SU-107 de 2024, exonerando a COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTIAS del traslado 

de los gastos de administración, seguros previsionales y aportes al fondo de garantía 

de pensión mínima. 

 

V. PRUEBAS 

Ruego a la Honorable Corte tener en cuenta las siguientes pruebas: 

Documentales: 

1. Sentencia de Segunda Instancia del proceso No. Radicado: 

68001310500520230032701. Demandante: NANCY ESTHER VILLA URIBE. 

 

 

VI. JURAMENTO 

 

Manifiesto señor Magistrado, bajo la gravedad del juramento, que no he interpuesto 

otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos referentes a los mismos 

procesos que se enuncian en el numeral I de esta acción constitucional. 

 

VII. NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en la secretaría del Juzgado o en la oficina ubicada en la Calle 93b #17-

49 Of 202, de Bogotá. 

 

Correo electrónico: abogado3@gacsas.com y coordinador1@gacsas.com. 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Carrera 13 No. 26ª-65 de la Ciudad de 

Bogotá. Correo electrónico: procesosjudiciales@colfondos.com.co 

 

Al Tribunal Accionado:  

 

 

Del Honorable Magistrado, con respeto: 

 

 

 

 Cordialmente,  

 

     
PAOLA CAROLINA GARCÍA PINTO  

C.C: 1.022.399.820 Bogotá D.C.  

T.P 328.105 del Consejo Superior de la Judicatura 
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JUAN FELIPE CRISTÓBAL GÓMEZ ANGARITA mayor de edad identificado civilmente
como aparece al pie de mi firma, representante legal de la firma abogados GÓMEZ 
ASESORES & CONSULTORES SAS, persona jurídica, identificada con el NIT No.
900.981.426-7 actuando en calidad de apoderado general de COLFONDOS S.A.
PENSIONES Y CESANTÍAS, conforme a Escritura Pública N° 5034 del 28 de septiembre 
de 2023, por medio de este escrito SUSTITUYO el poder a mi otorgado a la Doctora
PAOLA CAROLINA GARCÍA PINTO también mayor de edad, vecino(a) de la ciudad 
de Bogotá, identificado(a) con cédula de ciudadanía No. 1.022.399.820 de Bogotá
y tarjeta profesional No. 328.105 del C.S. de la J., en los mismos términos y para los 
mismos efectos a mi conferidos, quien recibe notificaciones para todos los efectos 
judiciales en el correo electrónico abogado3@gacsas.com, 
coordinador1colfondos@gacsas.com, para que represente a la compañía en el
proceso judicial de la referencia.

Solicito al despacho reconocer personería adjetiva a la abogada PAOLA CAROLINA 
GARCÍA PINTO para actuar, tal cual como las mismas facultades a mi otorgadas en 
el poder con anterioridad a mi conferido, como es CONCILIAR, y reasumir de 
conformidad con el ART 77 de Código General del Proceso, a excepción de la de 
sustituir.

Así mismo de manera respetuosa solicito se me remita link del expediente digital
para revisión del proceso.


























































































































































